FUNDAMENTOS
La ley nº 11.723, conforme el artículo 28° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, tiene por objeto la protección, conservación, mejoramiento y restauración de los recursos naturales y del ambiente en general en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, a fin de preservar la vida en su sentido más amplio; asegurando a las generaciones presentes y futuras la conservación de la calidad ambiental y la diversidad biológica.

En su artículo 2º dispone que el Estado Provincial debe garantizar a todos sus habitantes los siguientes derechos:

 
Inciso a): A gozar de un ambiente sano, adecuado para el desarrollo armónico de la persona.

 

Inciso b): A la información vinculada al manejo de los recursos naturales que administre el estado.

 

Inciso c): A participar de los procesos en que esté involucrado el manejo de los recursos naturales y la protección, conservación, mejoramiento y restauración del ambiente en general, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación de la presente.

 

Inciso d): A solicitar a las autoridades la adopción de medidas tendientes al logro del objeto de la presente ley, y a denunciar el incumplimiento de la misma.

El Poder Ejecutivo Provincial, a través de la Secretaría de Política del Medio ambienta,  deberá fijar la política ambiental, de acuerdo a la Ley 11.469 y a lo normado en la Ley 11.723, y coordinar su ejecución descentralizada con los municipios, a cuyo efecto arbitrará los medios para su efectiva aplicación.

Asimismo, dice que el  Poder Ejecutivo Provincial y los municipios garantizarán, en la ejecución de las políticas de gobierno la observancia de los derechos reconocidos en el artículo 2°, así como también de los principios de política ambiental que a continuación se enumeran:

 

Inciso a): El uso y aprovechamiento de los recursos naturales, debe efectuarse de acuerdo a criterios que permitan el mantenimiento de los biomas.

 

Inciso b): Todo emprendimiento que implique acciones u obras que sean susceptibles de producir efectos negativos sobre el ambiente y/o sus elementos debe contar con una evaluación de impacto ambiental previa.
 

Inciso c): La restauración del ambiente que ha sido alterado por impactos de diverso origen deberá sustentarse en exhaustivos conocimientos del medio, tanto físico como social; a tal fin el estado promoverá de manera integral los estudios básicos y aplicados en ciencias ambientales.

 

Inciso d): La planificación del crecimiento urbano e industrial deberá tener en cuenta, entre otros, los límites físicos del área en cuestión, las condiciones de mínimo subsidio energético e impacto ambiental para el suministro de recursos y servicios, y la situación socioeconómica de cada región atendiendo a la diversidad cultural de cada una de ellas en relación con los eventuales conflictos ambientales y sus posibles soluciones.

 

Inciso e): El Estado Provincial promoverá la formación de individuos responsables y solidarios con el medio ambiente. A tal efecto la educación ambiental debe incluirse en todos los niveles del sistema educativo, bajo pautas orientadas a la definición y búsqueda de una mejor calidad de vida
Correlativamente impone en su artículo 3º, a los habitantes de la Provincia de los siguientes deberes:

 

Inciso a): Proteger, conservar y mejorar el medio ambiente y sus elementos constitutivos, efectuando las acciones necesarias a tal fin.

 

Inciso b): Abstenerse de realizar acciones u obras que pudieran tener como consecuencia la degradación del ambiente de la Provincia de Buenos Aires.

Refieren “Vecinos Auto convocados El Pato”, que los habitantes del Centro Agrícola El Pato, en el Partido de Berazategui, están a punto de sufrir un grave problema de contaminación, daño ambiental y ecológico que causará el Estado Provincial y Municipal, por la instalación de un barrio del “Plan Federal de Viviendas” el cual será sufrido en breve por los 4.000 habitantes de ese pequeño pueblo.

Estos no se oponen a la construcción del las viviendas, mientras el número de ellas sea razonable, ya que están de acuerdo con el principio constitucional que otorga el derecho de acceso a la vivienda digna, pero este proyecto pretende que se instale una ciudad de unos cuatro mil habitantes en quince hectáreas, dentro de un pueblo que cuenta actualmente con esa misma población en cuatrocientas hectáreas, o sea que se verá duplicada, pero con un crecimiento demográfico desproporcionado, sin haberse efectuado una evaluación adecuada.
De las quince hectáreas, el 70 % será construido sin respetar las actuales normas de espacios verdes; 10,5 hectáreas de las cuales 3 de ellas se encuentran en el lecho del arroyo Pereyra –denominado en cartas del  Instituto geográfico Militar “Arroyo sin nombre”-, lo que permite establecer que 4.000 personas vivirán  en un espacio de 10 hectáreas, que constituiría el mayor índice demográfico de la República Argentina, mas si se tiene en cuenta que para el caso de instalarse como se debiera, una planta depuradora de efluentes domiciliarios, esta necesitaría de un espacio de dos  hectáreas aproximadamente.
Dicen, que no está prevista la construcción de una planta de efluentes cloacales, con lo cual se verán contaminadas las napas por la necesidad de instalación de unos 748 pozos ciegos y que en consecuencia esto afectará al “Acuífero Puelche” que suministra agua potable a varios millones de habitantes del sur del Gran Buenos Aires y La Plata.

Existiría la posibilidad de arrojar los efluentes cloacales no tratados al Arroyo Pereyra, lo que ocasionaría una grave contaminación a la población del Centro Agrícola El Pato, al que debe sumarse la contaminación al Parque Pereyra, -Ex Parque de la Ancianidad-,  actual Reserva Forestal Provincial, por el vertido de 1.300.000 litros diarios de líquidos.
Los pobladores de la región se hallan consternados por no estar prevista la construcción de Escuelas primarias ni secundarias de ningún tipo, ya que las existentes cuentan con matrículas totalmente saturadas.
Tampoco estaría contemplada la construcción de un centro asistencial acorde a la población, por cuanto el existente solamente tiene el rango de “Sala de Primeros Auxilios” y que carece de elementos y personal para su adecuada atención, circunstancia que se agrava ya que la Ciudad de Berazategui se encuentra a unos 17 kilómetros del lugar.
Existe un solo medio de transporte automotor de personas, servicio prestado por la Línea 324 ramal 5, que se cumple con un ómnibus cada media hora.

Tampoco existiría en el proyecto la construcción de una dependencia policial acorde a la nueva población, que debería contar con personal y medios suficientes para la atención.

Son múltiples los esfuerzos realizados por los vecinos de la región para saber detalles de estas obras, sin que hallan podido obtener datos satisfactorios, por lo que solicitamos ser acompañados en el siguiente proyecto: 
PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires
RESUELVE:


Dirigirse al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, por intermedio de quien corresponda, informe por escrito, en forma urgente respecto a proyecto de edificaciones ubicadas en; Barrio el Pato, cito en Ruta 2, Partido de Berazategui, de esta Provincia, que correspondería al “Plan Federal de Viviendas”, instaurado por el Gobierno Nacional y el Provincial
1º) Si en virtud de la competencia atribuida en el ANEXO II –Proyectos de obras y actividades sometidas al proceso de evaluación de impacto ambiental por la autoridad ambiental Provincial-de la Ley nº 11.723, Incisos 1º, 2º, 6º, 7º, 10º y 11º,  la Secretaria de Política Ambiental, se registra la existencia de un proyecto de edificaciones ubicadas en; Barrio el Pato, cito en Ruta 2, Partido de Berazategui, de esta Provincia, que correspondería al “Plan Federal de Viviendas”, instaurado por el Gobierno Nacional y el Provincial,  y si   se tramitó, informe de impacto ambiental, conforme lo determina arts.10, 11 y 12 de la Ley 11.723. 
a) De ser positivo, indique si se ha dado cumplimiento a la notificación y publicación del artículo 17 de la norma que dice:

 
ARTÍCULO 17°: La autoridad ambiental provincial o municipal según correspondiere arbitrará los medios para la publicación del listado de las EVALUACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL presentadas para su aprobación, así como del contenido de las DECLARACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL del artículo 19°.

a) De ser positivo, si tiene conocimiento de las reclamaciones efectuadas por personas físicas y jurídicas privadas, interesadas en dar su opinión, de acuerdo al artículo 18º de la norma que dice:
 

ARTÍCULO 18°: Previo a la emisión de la DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL, la autoridad ambiental que corresponda, deberá recepcionar y responder todas las observaciones fundadas que hayan sido emitidas por personas físicas o jurídicas, públicas o privadas interesadas en dar opinión sobre el impacto ambiental del proyecto. Asimismo cuando la autoridad ambiental provincial o municipal lo crea oportuno, se convocará a audiencia pública a los mismos fines.

2º) Teniendo en cuenta las disposiciones del artículo 20, informe:
a) Si cuenta con la aprobación de la realización de la obra o actividad peticionada
b) Si la  aprobación de la realización de la obra o de la actividad peticionada ha sido  en forma condicionada al cumplimiento de instrucciones modificatorias;

c) La oposición a la realización de la obra o actividad solicitada.

3º) Si se han celebrado convenios con municipios con los que comparte el servicio de agua y  que los efluentes cloacales son derivados a un arroyo local, conforme al art. 44 de la norma mencionada
4º)    Si se ha dado cumplimiento a las disposiciones del art. 67 de la norma que establece:

 

ARTÍCULO 67°: Los organismos provinciales competentes y el C.E.A.M.S.E. deberán:

 

a) Brindar la asistencia técnica necesaria a los fines de garantizar la efectiva gestión de los residuos.

b) Propiciar la celebración de acuerdos regionales sobre las distintas operaciones a efectos de reducir la incidencia de los costos fijos y optimizar los servicios.

5º)   Para el caso, de hallarse el emprendimiento comprendido por las disposiciones del  Decreto 2.568/97, -Barrios Cerrados-, informe si se dieron cumplimiento a lo establecido en sus arts. 1º y 2º, que determina:

Art. 1º - El Ministerio de Gobierno y Justicia, a través de la Subsecretaría de Asuntos Municipales e Institucionales, será competente en los trámites de aprobación de emprendimientos urbanos (urbanizaciones o barrios cerrados) gestionados mediante la aplicación de la Ley Nacional 13.512.

Art. 2º - Los distintos Municipios no otorgarán aprobación de planos de obra referidos a barrios cerrados, sin contar con la previa intervención de la Subsecretaría antes mencionada.

6º)  Si conforme lo establece la Ley 25.675  de presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente, la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustentable, de aplicación en todo el territorio de la Nación,

a) si se ha dado intervención al COFEMA, organismo creado para el proceso de ordenamiento ambiental, teniendo en cuenta los aspectos políticos, físicos, sociales, tecnológicos, culturales, económicos, jurídicos y ecológicos de la realidad local, regional y nacional, y asegurar el uso ambientalmente adecuado de los recursos ambientales, posibilitar la máxima producción y utilización de los diferentes ecosistemas, garantizar la mínima degradación y desaprovechamiento y promover la participación social, en las decisiones fundamentales del desarrollo sustentable.

b) Que medidas se han adoptado en previsión de daños ecológicos, por arrojar efluentes crudos,  tanto en el Arroyo Pereyra como en pozos negros, en el ámbito del Barrio El Pato, que contaminaría en forma directa o indirecta el Acuífero Puelches, ya que según jurisprudencia actual, en sentencia de  la Ciudad de La Plata, de fecha 8 de julio de 2003, Registro T° 85 F° 10/22,  expte. N° 3156/02 caratulado "Asociación para la Protección del Medio Ambiente y Educación Ecológica '18 de Octubre' c/ Aguas Argentinas SA y otros s/ amparo", del Juzgado Federal n° 2 de dicha que en sus partes pertinentes dice: 

“10) El Partido de Quilmes, al igual que los restantes distritos que integran el Conurbano Bonaerense, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la ciudad de La Plata, se apoyan sobre el Acuífero Puelches que constituye la segunda formación pluvial subterránea ubicada entre la Sección Epipuelches (superior) e Hipopuelches (inferior).”
“Según informa la Revista de Ingeniería Sanitaria y Ambiental de la Asociación Argentina de Ingeniería Sanitaria y Ciencias del Ambiente, editada en abril de 1997 -ver fs. 105/116-, "...por su extensión aeral, su fácil acceso mediante perforaciones, caudales y calidad química de sus aguas se ha convertido en el recurso hídrico subterránea más explotado en el país, principalmente para consumo humano. El Puelches posee caracteres que permiten diferenciarlo de los supra e infrayacentes, constituyendo un verdadero acuífero semiconfinado, considerando que su recarga y descarga es fundamentalmente en forma vertical desde o hacia la sección Epipuelches”
“Por  otra parte, se añadió la imposibilidad de utilizar los pozos de explotación por el alto contenido de nitratos que poseen y la afectación del medio ambiente, reflejado en la saturación de pozos sépticos domiciliarios, en las áreas sin servicio cloacal”
“En tal sentido, esta Sala sostuvo que en casos como el sub lite resulta imprescindible garantizar el efectivo goce de los derechos personalísimos, como son la vida y la salud del ser humano, reconocidos tanto en nuestra Constitución Nacional como en los tratados internacionales que se incorporaron a ella con igual jerarquía luego de la Reforma del año 1994 (conf. arts. 33 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional y arts. 11 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 25.1. de la Declaración Universal de Derechos Humanos; entre muchos otros) y, particularmente, en la "relación de consumo" de que da cuenta el art. 42 de la Ley Fundamental, en la cual la "protección de la salud" es obligación de "las autoridades" preservar, entre ellas, por cierto, del Poder Judicial (conf. "Pasayo, Jacinta Teresa c/ Aguas Argentinas S.A. s/ amparo", expte. n° 1642/01, fallado el 26/4/01)”
“31) Frente a las modernas tendencias a nivel internacional en favor de los derechos fundamentales del hombre, como son el derecho a la salud y a un ambiente sano, que han superado notoriamente los agotados principios del derecho decimonónico e iusprivatista del siglo pasado la situación hídrica descripta, es imperativo transformar las concepciones judiciales para brindar tutela a los fenómenos reales de la vida colectiva, típicos de la sociedad moderna, que ponen en escena intereses impersonales y difusos, incuestionablemente dignos de la más enérgica y anticipada protección y, en ese marco, el derecho a vivir en un medio ambiente agradable, viene entendiéndose como una ampliación de la esfera de la personalidad humana: un atributo fundamental de los individuos. Frente a ello, el Derecho Ambiental requiere de una participación activa de la judicatura, la que si bien de alguna manera pudiera afectar el clásico principio de congruencia, en definitiva se traduce en un obrar preventivo acorde con la naturaleza de los derechos afectados y a la medida de sus requerimientos. Por lo que el órgano judicial debe desplegar técnicas dirigidas a evitar que el daño temido que prenuncia el riesgo se torne real o, en todo caso, a neutralizar o aminorar en lo posible las consecuencias lesivas que puedan producirse con su advenimiento (conf. SCJBA, "Almada, Hugo c/ Copetro S.A. y otro; Irazu, Margarita c/ Copetro S.A. y otro; Klaus, Juan c/ Copetro S.A. y otro", fallado el 19/5/98). 

7º) Todo Otro dato que pueda ilustrarnos al respecto.
